
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / CAUSALES GENERALES Y ESPECÍFICAS DE PROCEDIBILIDAD / DEFECTO SUSTANTIVO / ACCIONES POPULARES / NO PROCEDE EL DESISTIMIENTO TÁCITO.
Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU573 de 2017 y SU004 de 2018, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. . Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución.  (…)
… Es de resaltar que, dada la naturaleza constitucional y oficiosa de la acción popular, dirigida a proteger los derechos e intereses colectivos, no se puede aplicar a la misma, la figura procesal del “desistimiento tácito”, atrás reseñado y, menos aún las sanciones que implica, esto es, por ser primera vez, la presentación nuevamente de la demanda seis (6) meses después de la ejecutoria de la decisión que lo dispuso y, entratándose de una segunda ocasión, la extinción del derecho pretendido; pues sin duda acaecería  la orfandad de defensa frente a los intereses de una comunidad que busca “evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses colectivos, o restituir cosas a su estado anterior cuando fuere posible”, así como, la efectividad de sus prerrogativas constitucionales imprescriptibles e inalienables. 
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Acta N° 474 del 29 de noviembre del 2018 

  



Decide la Sala las acciones de tutela de la referencia propuestas por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia - Risaralda  y el Procurador General de la Nación delegado en acciones populares, a la que fueron vinculados Davivienda S.A., Augusto Becerra, la Alcaldía municipal de Cali, la Defensoría del Pueblo y la Procuraduría General de la Nación del Valle del Cauca.

ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, quien actúa en su propio nombre, presentó estas acciones de tutela contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, por la vulneración de su derecho fundamental al debido proceso, dentro del trámite de las acciones populares con radicado “2018-12, 14 y 15”.
Expuso que en los aludidos procesos, el despacho “Viola el debido proceso, ABUSO DE AUTORIDAD, DENEGACIÓN A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA, pues cree poder exigirme q informe a la comunidad, so pena de decretar desistimiento tacito y OLVIDA que la acción popular no le presente, en clara muestra de copiar y pegar y tratar de deshacerse de las a cciones populares en ese despacho” (…) “La juez termina la acción y consigna…DECLARAR LA TERMINACIÓN DE LA PRESENTE ACCIÓN POPULAR, PROPUESTA POR JAVIER ELIAS ARIAS IDARRAGA….. Y REMATA CONSIGNANDO QUE SOLO PROCEDE LA PRESENTACION DE LA ACCION EN 6 MESES, TODO LO CUAL ES FALSO, pues no presente esta acción popular y miente el despacho cuando consigna que solo procede la acción 6 meses después, amparada art 317 CGP, el cual no aplica en a populares, como mal lo cree la juez TUTELADA” (sic)

Pidió, por tanto, (i) decretar la nulidad del auto que terminó la acción popular por desistimiento tácito y (ii) ordenar al juzgado aplicar el artículo 5° de la ley 472 de 1998; a la Procuraduría General de la Nación solicitó ordenarle (iii) informar qué gestión ha adelantado para evitar la conculcación del derecho fundamental al debido proceso. 




Se dispuso el trámite respectivo, del juzgado se solicitó copia de las diligencias relacionadas en la demanda y se ordenaron las citadas vinculaciones. 




El juzgado remitió las copias pertinentes.





El representante legal para efectos judiciales de Davivienda S.A., no estimó vulnerados los derechos fundamentales del actor en el proceso de ciernes, porque la decisión de la que se duele, estuvo debidamente motivada y el hecho de que sea desfavorable no implica una conculcación al debido proceso. Solicitó denegar el amparo.





Por medio de apoderado judicial el municipio de Medellín solicitó su desvinculación toda vez que no se avizora vulneración alguna de derechos fundamentales del accionante por parte de dicha cartera. 




El director del departamento administrativo de gestión jurídica pública de la Alcaldía del municipio de Santiago de Cali, solicitó la desvinculación de dicha cartera por carecer de legitimación en la causa por pasiva; también pidió negar las pretensiones del amparo por considerar que no se configuran las causales de hecho ni de derecho para que proceda la acción de tutela. 





La Defensora del Pueblo del Valle del Cauca no tuvo objeción alguna frente a la decisión del despacho de dar por terminado el proceso,  consideró pertinente informar que son múltiples las acciones populares que irresponsablemente ha iniciado el accionante en ese departamento, al punto que el comité técnico de la oficina de recursos y acciones jurídicas en sede nacional, decidió no financiarlas. Solicitó su desvinculación. 




El procurador 2 judicial II para asuntos civiles de Bogotá D.C., solicitó conceder el amparo con fundamento en la sentencia STC14483-2018 de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, solicitó su desvinculación en virtud a que dicha cartera no es parte demandante ni demandada en la acción popular de la referencia. 
 



CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad, según se desprende de las pretensiones del amparo, en procura de la protección de los derechos fundamentales arriba señalados, bajo la premisa principal de que el Juzgado, en contravía de lo reglado en la ley 472 de 1998, decretó el desistimiento tácito en las acciones populares de la referencia. 





Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU573 de 2017 y SU004 de 2018, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. . Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución.  





Para la Sala, los presupuestos generales de procedibilidad se satisfacen, comoquiera que se aduce la vulneración del derecho fundamental al debido proceso; se hizo uso oportunamente del recurso de reposición contra los autos del 4 de octubre del 2018, por medio de los cuales se decretó el desistimiento tácito en las acciones populares; se cumple el principio de inmediatez porque el último embate del accionante contra esas decisiones fue resuelto el 29 de octubre del presente año; si se advirtieran las irregularidades que le achaca el demandante a la funcionaria, aquellas podrían incidir en la decisión de fondo; se identifica razonablemente en qué consiste la trasgresión, y no se trata de providencias dictadas dentro de una acción de tutela.





Se deja a salvo que en precedencia, esta Sala, ante un escenario similar que se planteó en otra acción de tutela, declaró su improcedencia
, habida cuenta de que el promotor omitió recurrir el auto admisorio de la demanda, en el que se le impuso la obligación de comunicar a la comunidad la existencia de la acción popular por un medio masivo de comunicación del lugar donde ocurría la presunta vulneración de derechos colectivos, y el proveído con el cual fue requerido para que, so pena de dar por desistida tácitamente la actuación, cumpliera con esa carga.





Empero pese a que, durante el término de ejecutoria de los proveídos con los cuales se hizo el requerimiento por el término de 30 días, previo al decreto del desistimiento tácito, el accionante guardó silencio, si allegó numerosos memoriales durante ese lapso formulando diversas solicitudes.





Con la actividad desplegada por el actor, a juicio de la Sala, se halla superado el presupuesto de subsidiaridad, a todo lo cual se suma que la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, ante idénticos contextos, aborda el análisis a partir de la presunta incursión del fallador en un defecto sustantivo
. 





Absuelto lo que toca con la procedibilidad del trámite es menester hacer un breve recuento de lo sucedido en los procesos: 





1. Con autos del 13 de febrero del año 2018 se admitieron las demanda y entre las órdenes que se impartieron, hubo una dirigida al promotor para que avisara a la comunidad sobre el inicio de las acciones populares por medio de un medio masivo de comunicación del lugar donde ocurre la presunta vulneración, para el efecto estableció que podía ser en los periódicos el “El Espectador” o “El Tiempo” o en una emisora local de RCN o Caracol.




2. Con autos del 3 de agosto del 2018 el juzgado, en virtud de lo consagrado en el artículo 317 del Código General del Proceso, requirió a la parte actora para que cumpliera con la citada carga. 




3. Finalmente, como el requerimiento fue incumplido mediante proveídos del 4 de octubre del 2018 el juzgado decretó la terminación del proceso por desistimiento tácito, contra esos autos se alzó el accionante, sin éxito. 





El argumento del despacho para dar por terminada las actuaciones por desistimiento tácito, en esencia fue:





“Mediante auto del 03 de agosto de 2018, se requirió a la parte interesada para que realizara la publicación de que trata el artículo 21 de la ley 472 de 1998, para cumplir el trámite respectivo se le otorgó 30 días conforme el artículo 317 del Código General del Proceso, en virtud a que no cumplió con la misma, el 04 de octubre de 2018, se dispuso la terminación por desistimiento tácito.





Ni el Código General del Proceso, ni la Ley 472 de 1998 establecen alguna restricción para terminar el proceso cuando se configuren los supuestos del mencionado desistimiento tácito, la aplicabilidad para las acciones populares lo da la misma ley que remite a la codificación procesal civil.





Contrario a lo expresado por el actor, el desistimiento tácito si aplica en la ley 472 de 1998, figura que fue creada precisamente para castigar la desidia de las partes cuando poco o nada hacen para impulsar sus demandas...”





De frente a ese derrotero y siguiendo de cerca las directrices jurisprudenciales que en adelante se estudiarán, advierte esta Sala, la incursión del Juzgado en un defecto sustantivo.

En este concreto asunto, es indispensable traer a cuento tres sentencias, una del 7
,  otra del 14
 y una última del 26
 todas de noviembre de este año, proferidas por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en las que se analizó de fondo el tema relacionado con la procedencia del desistimiento tácito (art. 317 del C.G.P) en acciones populares y la incursión en el defecto sustantivo que ello implica. 

Aquí, de manera concreta, un parangón de los argumentos exhibidos en cada una ellas: 

En la providencia del 7 de noviembre la alta Corporación dejó dicho en los siguientes términos, la inviabilidad de dar aplicación al desistimiento tácito en acciones populares; 





2. En el presente asunto, como resultado del análisis de una de las providencias en contra de las que se dirigió  el reclamo en tutela, esto es, el auto de 29 de agosto de 2018, mediante el cual se declaró el desistimiento tácito de la acción popular, se advierte su incursión en una vía de hecho, que hace procedente el amparo, porque se transgreden los derechos fundamentales del accionante, siendo imperiosa la intervención del juez constitucional.





Lo anterior, porque por la naturaleza constitucional y oficiosa de la acción popular que promovió el tutelante, impide aplicar el artículo 317 del Código General del Proceso y sus consecuencias sancionatorias.





2.1. Ahora bien, en las acciones populares, se debate la protección de derechos colectivos que pertenecen a todos y cada uno de los integrantes de una comunidad o de toda la sociedad, que exigen por ende una labor anticipada de protección y una gestión pronta de la justicia dirigida a impedir su vulneración.





(…)




Máxime, cuando se advierte que de conformidad con el artículo 5º de la ley 472 de 1998, es obligación del juez de conocimiento impulsar oficiosamente la acción, lo cual implica que si en el curso de la misma se presentan obstáculos que obstruyen su eficaz y preferencial desarrollo, debe adoptar las medidas procesales necesarias para removerlos, pues se trata de un asunto prevalente cuya comunicación a los posibles beneficiarios de la orden que se imparta, no puede convertirse en una barrera para adelantarlo.





Y es que siendo la acción popular un mecanismo de estirpe constitucional, instituido para la protección de los derechos fundamentales de las colectividades (Art. 2º, Ley 472 de 1998), de ahí que esté consagrado como una herramienta preferente (Art. 6º, ejusdem), su trámite y resolución no pueden quedar supeditados a la realización de ciertos actos procesales por parte de los sujetos procesales intervinientes (Art. 5º, inc. 3º, ibídem), porque en virtud de sus facultades oficiosas, el juzgador está en el deber de adoptar los correctivos que estime necesarios para continuar con su curso normal.





No en vano el legislador impuso al funcionario a cargo de las diligencias, la obligación de «…impulsarla oficiosamente y producir decisión de mérito so pena de incurrir en falta disciplinaria, sancionable con destitución».





(…)











3. Todo lo expuesto imponía, la concesión del amparo, lo que conlleva a que se revoque la sentencia impugnada y para proteger los derechos fundamentales, se dejará sin valor ni efecto el auto de 29 de agosto de 2018 que decretó la terminación de la acción popular por desistimiento tácito, así como las demás decisiones que de ella dependan; y en su lugar, se ordenará al Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, que continúe el proceso promovido por el accionante, con observancia de la normatividad y ritualidad legalmente aplicable al asunto, así como que ejerza sus poderes oficiosos para lograr la continuidad del trámite.

No obstante, en una resolución posterior, del 14 de noviembre anterior, ante un análogo contexto se custodió la autonomía judicial de los jueces que razonablemente daban aplicación al artículo 317 del Código general del Proceso:





2. Estudiada la inconformidad planteada, surge que el quejoso, al estimar que se obró con desprecio de la legalidad, considera que se incurrió en «defecto procedimental» por parte del despacho recriminado, al proferirse el proveído de 25 de junio de 2018, confirmado el 1° de agosto siguiente, a través de los cuales se terminó la acción popular por desistimiento tácito. 





(…)





4. Analizado los proveídos censurados, observa la Corte que el Tribunal accionado no incurrió en la anomalía que se le enrostra, toda vez que sus decisiones están sustentadas en una postura respetable y no arbitraria, asentadas en ejercicio de las atribuciones legales y constitucionales que le corresponden.





Bajo esa perspectiva, emerge diáfana la inviabilidad de la protección extraordinaria exigida, en la medida en que, itérese, no está demostrada la causal especifica de procedibilidad por defecto de procedimiento, en tanto que, al margen de que la Sala la acoja en su totalidad, por cuanto este no es el escenario idóneo para lo propio, dimana que las pruebas obrantes en el plenario fueron armónicamente apreciadas, amén que la exposición de los motivos decisorios manifestados resulta razonable y viable. 





4.1. En efecto, el Juez querellado mantuvo la decisión de dar por terminado el proceso por desistimiento tácito, por el incumplimiento por parte del actor a lo requerido en los autos de 27 de julio de 2016 y 25 de abril de 2018, y en consecuencia, era dable la aplicación de la figura antes memorada en acatamiento a lo normado en el precepto 317 del Código General del Proceso.

Finalmente el 26 de los cursantes, esa Colegiatura retomó lo dicho en la providencia del 7 de noviembre y en tal virtud estimó que lo que se imponía en este tipo casos era la concesión del amparo, dado el interés colectivo que reviste una acción popular: 





4.2. Es de resaltar que, dada la naturaleza constitucional y oficiosa de la acción popular, dirigida a proteger los derechos e intereses colectivos, no se puede aplicar a la misma, la figura procesal del “desistimiento tácito”, atrás reseñado y, menos aún las sanciones que implica, esto es, por ser primera vez, la presentación nuevamente de la demanda seis (6) meses después de la ejecutoria de la decisión que lo dispuso y, entratándose de una segunda ocasión, la extinción del derecho pretendido; pues sin duda acaecería  la orfandad de defensa frente a los intereses de una comunidad que busca “evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses colectivos, o restituir cosas a su estado anterior cuando fuere posible”, así como, la efectividad de sus prerrogativas constitucionales imprescriptibles e inalienables. 

Ante la disparidad de conceptos que sobre el mismo punto ofrece la alta Corporación, solo queda como alternativa adoptar el criterio exhibido en la sentencia más reciente, que, valga decirlo, se comparte, dada la naturaleza de la acción popular, pero no había sido acogido por esta Sala en acato del precedente vertical que pacíficamente venía impartiendo la directriz de que debía respetarse la autonomía de los jueces en lo que atañe con la aplicabilidad del desistimiento tácito, cuando en sus providencias exponían planteamientos razonables
.  

Corolario de lo expuesto se concederán los amparos para dejar sin efecto los autos por medio del cual se decretó el desistimiento tácito y todas las actuaciones de él derivadas, en los procesos de marras y en consecuencia se ordenará continuar con el trámite  de las acciones populares atendiendo los parámetros establecidos en esta providencia.  





Se absolverá a los demás citados al trámite por no hallar de su parte transgresión alguna a los derechos fundamentales de la solicitante. 





Es improcedente, cualquier pedimento frente a la Procuraduría General de la Nación porque no se acreditó, que antes de acudir a este medio, se le hubiese elevado alguna solicitud a la aludida autoridad; así se declarará.





Se absolverá a los demás citados al trámite por no hallar de su parte vulneración alguna a los derechos fundamentales del actor. 

Para aludir a la nulidad elevada por el accionante en su escrito introductorio, por cierto sin que se hubiera surtido ningún trámite, lo que por sí solo la lleva al fracaso, se le remite a las constancias de notificación que reposan en el cartulario, que dan cuenta de la citación a todos los interesados en este asunto, que son los intervinientes en las acciones populares de marras, que se adelantaron en el Juzgado accionado; por ello y ya que se evidencia que han sido citados todos en debida forma, se rechazará la nulidad invocada.  





Finalmente las copias solicitadas se expedirán, pero a costa del accionante, por cuanto su destino no está dirigido a facilitarle el ejercicio del derecho de acceso a la justicia en esta específica acción constitucional, sino para otros menesteres. Para ese fin, deberá pagarse el arancel de que trata el Acuerdo PSAA14-10280 del Consejo Superior de la Judicatura. Esta decisión sigue la línea trazada por la Corte Suprema de Suprema de Justicia recientemente
, que se comparte.  




DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONCEDE los amparos impetrados por Javier Elías Arias Idárraga en relación con las pretensiones dirigidas contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia - Risaralda.

En consecuencia, se dejan sin efecto los autos por medio de los cuales se decretó el desistimiento tácito y todas las actuaciones de ellos derivadas, en los procesos con radicado 2018-00012-00, 2018-00014-00 y 2018-00015-00, y se ordena a la autoridad accionada que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, continúe con el trámite de las acciones populares atendiendo los parámetros establecidos en esta providencia.  

Se declaran IMPROCEDENTES, en lo que atañe con la petición dirigida contra la Procuraduría General de la Nación.  

Se absuelve a los demás vinculados. 

Se rechaza la nulidad invocada.
Se dispone la expedición de las copias reclamadas, físicas o escaneadas, a costa del accionante.

Si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992. 

A su regreso, si no se requirieran más trámites, archívese el expediente. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS     
          DUBERNEY GRISALES HERRERA
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